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			Sinopsis

		

		
			En esta nueva obra, Thomas Piketty recopila sus crónicas escritas entre 2020 y 2024, en las que aborda con lucidez la necesidad de transicionar hacia un modelo económico que integre justicia social y sostenibilidad ambiental. A través de un análisis profundo de las políticas contemporáneas, Piketty critica las fallas del capitalismo actual y propone un cambio transformador hacia un sistema que priorice la equidad y el respeto por el medioambiente. Esta obra ofrece una perspectiva innovadora y urgente para enfrentar los desafíos económicos y ecológicos del siglo XXI.
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			Las columnas de opinión que componen este libro fueron publicadas por el autor en el diario Le Monde y en Le blog de Thomas Piketty (<lemonde.fr/blog/piketty>) entre 2020 y 2024.

		

	
		
		
			Introducción
Hacia un socialismo ecológico


		

		
			El siglo XX fue el siglo de la socialdemocracia. El siglo XXI será el siglo del socialismo ecológico, democrático y participativo. La afirmación puede parecer atrevida en un momento como el actual, en que una preocupante mezcla de repliegue identitario y de resignación neoliberal parece ganar terreno en casi todas partes. Y, sin embargo, sigo siendo optimista, ahora y siempre. Como he intentado demostrar en Una breve historia de la igualdad (Deusto, 2021), la igualdad es una batalla, y en concreto es una batalla que se puede ganar, que se ha ganado en el pasado y que se volverá a ganar en el futuro, siempre y cuando calibremos correctamente los cambios institucionales que conlleva, extraigamos las lecciones de las estrategias políticas que de ellos se derivan y, sobre todo, no nos desentendamos de las cuestiones sociales y económicas, ni de reflexionar sobre un sistema socioeconómico alternativo. Se trata de cuestiones eminentemente políticas, sobre las que todos los ciudadanos deben poder opinar e implicarse. La evolución hacia la igualdad y la dignidad puede reiniciar su marcha, y el paréntesis nacional-liberal puede cerrarse si se invierten las relaciones de conocimiento y de poder y si se retoma el curso de la movilización social y colectiva.

			No hay planeta habitable sin desmercantilización igualitarista

			Empecemos por el principio: ninguno de los retos sociales, me­dioambientales y planetarios a los que nos enfrentamos hoy en día se resolverá sin una reducción drástica de las desigualdades globales y un replanteamiento profundo de la actual lógica de mercado y capitalista. En otras palabras, el socialismo democrático y ecológico acabará imponiéndose porque otros sistemas de pensamiento —empezando por el liberalismo y el nacionalismo— nunca podrán resolver por sí solos los retos de nuestro tiempo. La democracia electoral necesita un fundamento socialista e igualitario para funcionar, y este pilar es el que ha faltado desde las décadas de 1980 y 1990, lo que explica en gran medida las disfunciones políticas actuales, así como nuestra incapacidad colectiva para responder a los desafíos globales.

			Para evitar el colapso climático, los modelos de producción y consumo van a tener que cambiar profundamente, y eso afectará a todos los grupos sociales y todas las regiones del mundo. Ahora bien, las clases medias y trabajadoras, tanto del Norte como del Sur, nunca aceptarán los cambios que se necesitan a menos que empecemos por pedirles a las clases sociales más privilegiadas que hagan un esfuerzo todavía mayor; en concreto, a los multimillonarios, tan aficionados a dar lecciones a los demás cuando resulta que sus emisiones de carbono y los daños que generan a la habitabilidad del planeta son considerablemente superiores a los del resto de la población. A medida que se multipliquen las catástrofes medioambientales, la realidad se hará cada vez más evidente y acabará por modificar radicalmente las actitudes ante el sistema capitalista actual y las abismales desigualdades que genera.

			Por más vueltas que le demos a las cosas, la realidad es tozuda: midamos como midamos los hechos, el 10 % más rico de la población mundial es responsable de una parte desproporcionada de las emisiones de carbono del planeta, incomparablemente más que el 50 % más pobre o que el 40 % siguiente, como han demostrado los distintos estudios del World Inequality Lab. Si dividimos las emisiones en función de la inversión y la propiedad del capital, es decir, si consideramos que son sobre todo los propietarios del capital financiero e inmobiliario los responsables de las opciones tecnológicas y de producción elegidas y de las emisiones resultantes, entonces, el 10 % más rico es responsable de cerca del 70 % de las emisiones, frente a sólo el 5 % que correspondería al 50 % más pobre de la población. A la inversa, si las emisiones se distribuyen en función del consumo de los distintos grupos sociales —una hipótesis que puede estar justificada, pero que sin duda tiende a sobrestimar la influencia de los ciudadanos-consumidores en el contenido ecológico de los bienes y servicios que se les ofrecen—, entonces, el 10 % más rico es responsable de cerca del 40 % de las emisiones, frente a menos del 20 % que correspondería al 50 % más pobre. Y si adoptamos una visión intermedia, ponderando el consumo y la inversión en función de su peso en la renta nacional y en las emisiones, entonces el 10 % más rico es responsable de casi el 50 % de las emi­siones, frente a menos del 15 % que correspondería al 50 % más pobre.1

			Se mire como se mire, el hecho es que la concentración de emisiones es extremadamente alta, y lo mismo ocurre con la degradación medioambiental en su conjunto. Los más ricos tienen una responsabilidad desproporcionada en el calentamiento global: esto vale, en particular, para los más ricos de Occidente, China, Rusia, la India, Oriente Próximo y otros lugares. Por eso las soluciones pasan por reducir las desigualdades entre clases sociales a escala mundial, y no por confrontaciones simplistas y reductoras entre Estados nación (que no son en absoluto homogéneos en sí mismos). Una reducción masiva de las emisiones de carbono y de otros daños medioambientales causados por los más ricos es una condición sine qua non para limitar el calentamiento global y preservar la habitabilidad del planeta, tanto por la considerable participación de los más ricos en el total de emisiones y daños como porque sería imposible implicar a los demás grupos sociales en la transformación de los modos de vida y de producción si no se cumple esa condición mínima de justicia y coherencia.

			Ahora bien, aunque la reducción de las desigualdades es una condición necesaria para garantizar la habitabilidad del planeta, no es en absoluto una condición suficiente. Una reducción drástica de la brecha de riqueza —digamos, para fijar conceptos, una proporción máxima de 1 a 5 en el caso de la renta y de 1 a 10 en el caso del capital— sería sin duda excelente en sí mismo, independientemente de la cuestión ecológica. Los datos históricos y comparados por países recogidos en la World Ine­quality Database (wid.world) sugieren que una reducción de ese tipo es posible y deseable colectivamente. Sin embargo, sería un error pensar que la reducción de las desigualdades es suficiente para garantizar el desarrollo sostenible y un planeta habitable de aquí al año 2100. Un mundo perfectamente igualitario pero en el que todo el mundo siguiera dependiendo de los hidrocarburos, el plástico y el hormigón tanto como en la actualidad sería poco deseable. Lo que necesitamos actualmente es, ante todo, un proceso de desmercantilización que sea igualitario, es decir, una reducción drástica de las desigualdades que permita al mismo tiempo una salida progresiva y decidida de la lógica mercantil y capitalista en un número cada vez mayor de sectores de actividad y, en última instancia, de la economía en su conjunto. En términos prácticos, eso significa que sectores enteros, empezando por la energía, el transporte y la construcción, deben abandonar una lógica puramente lucrativa. Lo anterior puede articularse a través de diversos actores y sistemas de propiedad y de gobernanza participativa y democrática, pero en todos los casos obliga al cumplimiento de normas públicas extremadamente estrictas (prohibición de los motores de gasolina y del plástico para casi todos los usos, normativas de construcción y aislamiento, etcétera), con sanciones disuasorias para quienes las incumplan.

			
			La desmercantilización ha comenzado: la evolución hacia la igualdad en el siglo XX


			La buena noticia es que el proceso de desmercantilización igualitarista a gran escala ya ha comenzado, e incluso ha tenido un enorme éxito en el siglo XX. En gran medida, la construcción del estado de bienestar y el triunfo de la socialdemocracia en el siglo XX pueden analizarse como un proceso especialmente exitoso de desmercantilización igualitarista. Para hacernos una idea de la magnitud de los cambios institucionales en juego, es útil recordar que la recaudación pública total (los impuestos directos e indirectos, las cotizaciones a la seguridad social, etcétera) era inferior al 10 % de la renta nacional en Europa en vísperas de la Primera Guerra Mundial, y ha aumentado al 40-50 % desde las décadas de 1980 y 1990 en adelante. En el siglo XIX y hasta 1914, el Estado se contentó en su mayor parte con desempeñar las funciones soberanas tradicionales (orden y seguridad). El gasto social, sobre todo en educación y sanidad, prácticamente no existía. A lo largo del siglo XX, primero en el período de entreguerras y sobre todo en las décadas posteriores a la Segunda Guerra Mundial, los poderes públicos fueron asumiendo progresivamente una agenda diversificada y cada vez más amplia de funciones de servicio público y protección social: escuelas, hospitales, vivienda, transportes, pensiones, etcétera (véase el gráfico 1).2

			Esta transformación sin precedentes, que puede calificarse de «revolución socialdemócrata», es un acontecimiento histórico de considerable trascendencia. Si a los liberales y conservadores de 1910 se les hubiera dicho que la mitad de la renta nacional iba a socializarse en el nuevo siglo, no cabe duda de que habrían advertido del peligro rojo, de la hidra colectivista y del colapso económico. Pero no sólo no fue así, sino que el siglo XX se caracterizó por una prosperidad económica sin precedentes, impulsada por un crecimiento sin parangón de la productividad del trabajo (la riqueza producida por hora trabajada) y por una fuerte reducción de la desigualdad de renta y, en menor medida, de la desigualdad de capital.3 Y ello por una sencilla razón: la clave de la prosperidad reside ante todo en un acceso lo más amplio e inclusivo posible al capital humano (sobre todo a la educación y la sanidad) y a las infraestructuras colectivas, y desde luego no en la hiperconcentración de la propiedad y en los privilegios de clase que caracterizaban a las sociedades europeas anteriores a 1914.

			Gráfico 1. El auge del Estado social en Europa (1870-2020)
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			El punto central que me gustaría subrayar aquí es que la construcción del estado de bienestar en el siglo XX es inseparable del proceso de desmercantilización de amplios sectores de la economía. Concretamente, sectores enteros, como la educación, la sanidad, la investigación, la seguridad social y, en menor medida, el transporte, la energía y la vivienda, se desarrollaron al margen de la lógica clásica del beneficio capitalista en la mayoría de los países durante el siglo XX, y especialmente en la Europa occidental y nórdica. Bienes y servicios de considerable importancia han sido producidos por toda una serie de actores no capitalistas (administraciones públicas, autoridades locales, asociaciones, ayuntamientos, fondos de seguridad social, escuelas y universidades, hospitales y centros asistenciales, profesiones reguladas y/o sujetas a convenio, etcétera), con excelentes resultados en términos de eficacia colectiva e indicadores de salud pública. Por el contrario, en Estados Unidos, donde el estado de bienestar ha crecido menos rápidamente que en Europa (principalmente debido al peso de los antagonismos raciales), y donde el sistema sanitario en particular depende en gran medida del sector privado con ánimo de lucro, el coste total del sistema sanitario (público y privado) representa una proporción mucho mayor de la renta nacional que en Europa (casi el 20 % de la renta nacional en Estados Unidos, frente al 10-15 % en Europa), con unos resultados notablemente peores según todos los indicadores disponibles y, por añadidura, unas desigualdades abismales.

			Sin embargo, el proceso de desmercantilización (o «descomoditización», en terminología de Karl Polanyi) observado en el siglo XX ha sido muy incompleto, incluso en Europa.4 Mientras que alrededor de una cuarta parte de la economía europea se ha desmercantilizado a lo largo del siglo XX, las otras tres cuartas partes han seguido estando dominadas por lógicas mercantiles, capitalistas y extractivistas.5 En Occidente en su conjunto, al igual que en la Unión Soviética, Japón y China, la prosperidad económica del siglo XX y principios del XXI se ha basado en la explotación desenfrenada de los recursos naturales a escala mundial, y, en particular, en una estrategia de quema desenfrenada de las reservas de hidrocarburos acumuladas en la tierra durante millones de años, con todas las consecuencias que ello ha tenido en términos de calentamiento global y degradación generalizada del medioambiente. En casi todas partes, la lógica del beneficio a corto plazo ha prevalecido sobre la consideración del interés general y colectivo a largo plazo.

			La concienciación sobre los daños climáticos y medioambientales ha progresado ligeramente más en Europa que en otras regiones del mundo en las últimas décadas, pero el descenso de las emisiones sigue siendo limitado en comparación con las responsabilidades históricas (sobre todo si se incluyen las emisiones importadas), y aún están en pañales las iniciativas para redistribuir la riqueza a escala mundial. Históricamente, los socialdemócratas europeos han sabido, en ocasiones, hacer hincapié en la reducción de la jornada laboral (en detrimento de una mayor producción, lo que merece ser aplaudido), pero su implicación en la lucha contra el consumismo y el extractivismo en su conjunto ha sido muy insuficiente.

			En pos de una desmercantilización igualitarista en el siglo XXI


			En resumen, la revolución socialdemócrata que tuvo lugar en Europa en el siglo XX demostró que era posible superar el capitalismo y la lógica de mercado y del afán de lucro en un gran número de sectores de actividad, pero desgraciadamente se frenó en el camino. Debemos reflexionar sobre esa experiencia histórica fundamental, con sus éxitos y sus limitaciones, y apoyarnos en ella para avanzar hacia una desmercantilización más ambiciosa y completa en el siglo XXI.

			Del análisis histórico se desprenden tres lecciones clave. La primera se refiere a los sectores en los que la desmercantilización debería tener lugar con carácter prioritario en el siglo XXI, así como al desarrollo de las formas de gobernanza democrática necesarias para ello. La segunda se refiere al papel clave de la progresividad fiscal en la apertura de un nuevo ciclo de socialización creciente de la riqueza. La tercera se refiere a la estrategia política y a las coaliciones sociales que puedan hacer posible la continuidad de la revolución socialdemócrata en el siglo XXI.

			Empecemos por el primer punto: los sectores de democratización y su gobernanza. El principal reto para las próximas décadas consiste en dar continuidad al crecimiento de los sectores de «no mercado» del siglo XX (en particular la educación y la sanidad, que seguirán ganando en importancia en el siglo XXI en cualquier escenario, tanto si se les dedican los recursos públicos necesarios como si se deja libre el campo a intereses privados y lucrativos), al mismo tiempo que nos dotamos de los medios para desarrollar otros nuevos (energía, transporte, construcción y renovación, agricultura ecológica y protección del medioambiente en todas sus formas). La única manera de hacer frente a ese doble reto es apostar decididamente por la socialización creciente de la riqueza, desarrollando al mismo tiempo formas innovadoras de gobernanza participativa, descentralizada y democrática en esos múltiples sectores. En este sentido, no puede darse por sentado nada: la movilización de nuevos recursos fiscales es siempre un proceso político frágil, al cual los contribuyentes pueden retirarle su apoyo en cualquier momento; el desarrollo de nuevas formas organizativas requiere perseverancia y humildad, y siempre es mucho más complejo en la realidad práctica que en las teorizaciones a priori, sobre todo porque cualquier estructura debe ser renovada y rediseñada constantemente en función de las necesidades y las demandas sociales de participación.

			Si volvemos al ejemplo de la educación, los recursos públicos en proporción a la renta nacional se han multiplicado por diez en Europa (menos del 0,5 % de la renta nacional antes de 1914, frente al 5-6 % desde las décadas de 1980 y 1990), lo cual ha permitido pasar de un sistema educativo hiperelitista (en el que la inmensa mayoría de la población estaba limitada a una enseñanza primaria rudimentaria) a una democratización sin precedentes de la educación, en la que casi toda la población accede a la enseñanza secundaria y, actualmente, más de la mitad de cada cohorte accede a la enseñanza superior. Semejante progreso ha sido posible gracias a una combinación de factores institucionales y organizativos que involucra a un gran número de actores: administraciones públicas centrales, autoridades locales, escuelas y universidades, colegios e institutos, asociaciones de profesores y de padres, etcétera. Ahora bien, este tipo de éxitos nunca deben darse por sentados, al contrario, deben ponerse en cuestión constantemente, en consonancia con la democratización en curso de los sistemas educativos. Así, por ejemplo, las diversas necesidades e itinerarios en la enseñanza superior pueden justificar una mayor descentralización y autonomía de las instituciones universitarias (en forma de asociaciones y fundaciones, por ejemplo) que de las de enseñanza primaria y secundaria, siempre y cuando reduzcan al mismo tiempo la desigualdad de acceso en el plano social y territorial.

			En el sector sanitario se plantean cuestiones similares. Los recursos públicos han aumentado incluso más que en la educación (de menos del 0,5 % de la renta nacional antes de 1914 a alrededor del 10-12 % en la actualidad), lo que ha permitido una mejora espectacular de los indicadores de salud pública, con una miríada de agentes implicados: administraciones centrales, autoridades locales, cajas de seguridad social, hospitales y clínicas, conciertos con la medicina privada, etcétera. Sin embargo, el debate sobre la gobernanza y la organización ideales del sector dista mucho de estar cerrado: replanteamiento del sistema de precios o tarifas de los hospitales y de la remuneración de los médicos, protagonismo creciente de los centros de atención primaria, mayor implicación de los pacientes y del personal sanitario, etcétera.

			Las mismas preguntas se plantean ya, y lo harán cada vez más, cuando se trate de organizar los nuevos sectores de no mercado. Hay muchas cuestiones en juego, como la organización del transporte público local; la producción y distribución de energías renovables (eólica, solar, hidráulica, biomasa, etcétera) a escala local, nacional e internacional; la gestión del agua, los bosques y los recursos naturales; la construcción y renovación de edificios; el fomento de la producción agrícola local y de nuevas formas de «seguridad social alimentaria»;6 protección de la biodiversidad; y tantas otras. En todos estos sectores, habrá que recurrir a la interacción innovadora entre actores diferentes: poderes públicos, mancomunidades de municipios, ayuntamientos, asociaciones, cooperativas, etcétera. Las soluciones están en gran parte por inventar, partiendo de la constatación de que la lógica tradicional del lucro y del capitalismo no puede responder a estos retos y a estas necesidades, y que se hace necesario buscar otras lógicas de organización, con paciencia pero con determinación.

			El proceso de desmercantilización y de superación de la lógica capitalista debe involucrar también a los sectores de mercado tradicionales. A lo largo del siglo XX, los derechos sociales y sindicales y el desarrollo de un estatuto para el trabajo asalariado permitieron, en cierta medida, dotar de un equilibrio a la relación entre capital y trabajo. El dueño de una empresa no tiene hoy el mismo poder que en 1910 para despedir a un asalariado o modificar unilateralmente su salario, del mismo modo que el propietario de una vivienda no tiene el mismo derecho a sustituir a un inquilino por otro o a modificar el precio del alquiler, y tanto mejor. En algunos países, como Alemania y Suecia, los representantes electos de los trabajadores tienen, desde la década de 1950, una parte sustancial de la representación (entre un tercio y la mitad) en los órganos de gobierno de las grandes empresas (consejos de administración o de supervisión). En la práctica, eso significa que si los trabajadores poseen además el 20 o el 30 % de las acciones de la empresa, o si un ayuntamiento tiene una participación semejante, entonces pueden tomar el control de la empresa y dejar en minoría a los accionistas que posean el 70 o el 80 % del capital empresarial. Es una ruptura importante con el pensamiento capitalista tradicional, una imposición a los accionistas que ha sido posible únicamente gracias a una intensa lucha social y política. Todo indica que este sistema ha incentivado una mayor implicación de los trabajadores en las estrategias de inversión a largo plazo y no ha perjudicado en absoluto la prosperidad económica de los países en cuestión, más bien al contrario.

			En términos absolutos, no hay ninguna razón por la que un sistema así no pueda generalizarse, primero desarrollándolo más o menos en todas partes (no sólo en la Europa germánica y nórdica), en segundo lugar extendiéndolo a las pequeñas y medianas empresas (con un número de representantes de los empleados que aumente proporcionalmente con el tamaño de la empresa), y en tercer lugar limitando la cuota de votos que un solo accionista puede tener en una gran empresa —por ejemplo, no más del 10 % de los votos totales en una empresa con 100 empleados (véase el gráfico 2)—. Asimismo, en los debates más recientes ha vuelto a ponerse sobre la mesa la propuesta de un «fondo salarial» ideada por Rudolf Meidner y sus colegas de la federación sindical sueca LO en las décadas de 1970 y 1980. Según este sistema, que afectaría sobre todo a las empresas más grandes, los empresarios estarían obligados a ingresar cada año una parte de los beneficios en un fondo salarial que permitiría a los asalariados hacerse progresivamente con el control del 52 % del capital tras un período de cinco años.7 Destinada a complementar el sistema de derechos de voto de los trabajadores (independiente de cualquier participación accionarial), dicha propuesta contó con la feroz oposición de los capitalistas suecos y no pudo ser adoptada. Recientemente, algunos demócratas estadounidenses (en particular Bernie Sanders y Alexandria Ocasio-Cortez) y laboristas británicos la han vuelto a incluir en la agenda.8 También se han presentado otras propuestas innovadoras para permitir el desarrollo de fondos de inversión pública a nivel local y comunal.9 El objetivo aquí no es cerrar el debate, sino mostrar todo su alcance: las formas concretas de poder, autogestión y democracia económica están aún por inventar.

			Gráfico 2. Socialismo participativo y reparto del poder
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			Abrir un nuevo ciclo de socialización creciente de la riqueza

			Recapitulemos. La primera lección de la revolución socialdemócrata del siglo XX es que el alcance sectorial de la desmercantilización no puede fijarse de antemano, como tampoco los múltiples modos de gobernanza que será necesario experimentar para salir de la lógica mercantil y capitalista en un número cada vez mayor de sectores de actividad. Lo que es seguro es que una mayor expansión de los sectores de no mercado exigirá la apertura de un nuevo ciclo de socialización creciente de la riqueza, perspectiva que hay que asumir sin ambages. A largo plazo, ¿la recaudación fiscal debería representar el 60-70 % de la renta nacional, o bien el 80-90 %? ¿A qué ritmo es posible conducir una trayectoria de socialización creciente de la riqueza de este tipo? Es imposible responder de antemano y con precisión a esta clase de preguntas. En 1910, nadie habría podido predecir que los impuestos y las cotizaciones a la seguridad social pasarían del 10 al 50 % de la renta nacional en el transcurso del siglo siguiente. En el siglo XXI, como en el XX, todo dependerá de la capacidad que tengan el sector público (en sentido amplio) y las lógicas no mercantilistas para satisfacer las necesidades concretas de los ciudadanos (educación, sanidad, transporte, energía, vivienda, alimentación, etcétera) de forma más convincente que el sector privado y que los enfoques basados en el lucro. Conviene subrayar también que muchas políticas públicas (el sistema de creación de dinero, las normas de gobierno corporativo, los salarios mínimos y máximos, la prohibición de motores de gasolina y de los plásticos, las normas de construcción y renovación, etcétera) pueden tener un impacto al menos tan grande como los impuestos y las transferencias, sin afectar al peso de la recaudación total sobre la renta nacional. La transformación estructural del sistema socioeconómico es un proceso multidimensional que no puede resumirse en un único indicador. A fin de cuentas, distintas combinaciones institucionales pueden permitir alcanzar los mismos objetivos, de modo que son las experiencias históricas exitosas las que pueden servir para sacar conclusiones y avanzar. Es preferible partir de las necesidades concretas y de las cuestiones organizativas y financieras que se plantean, sector por sector, aunque sin perder de vista las diferentes trayectorias de largo plazo a las que puede conducir el proceso de superación del capitalismo.

			La segunda lección histórica fundamental es que la creciente socialización de la riqueza en el siglo XX no habría sido posible sin el desarrollo, en un grado muy elevado, de la progresividad fiscal; es decir, sin la introducción de sistemas fiscales que aplican tipos impositivos mucho más elevados a las grandes rentas y patrimonios que al resto de la población. El papel crucial de la progresividad fiscal no significa en absoluto que los más ricos hayan financiado masivamente el estado de bienestar. En la práctica, es la población en su conjunto la que ha tenido que contribuir a lo largo del siglo XX, y en particular las clases medias y trabajadoras, las que en todos los países en cuestión han financiado el estado de bienestar mediante impuestos directos y cotizaciones a la seguridad social deducidas en origen de sus salarios.10 Esto es tanto más evidente cuanto que el período de 1910 a 1990, de desarrollo acelerado del estado de bienestar y de los impuestos obligatorios, se caracterizó, asimismo, por una fuerte reducción de las desigualdades económicas y, en particular, por una disminución del peso de las grandes fortunas: no ha sido, pues, la parte superior de la distribución de rentas lo que ha permitido financiar masivamente el esfuerzo social.

			Si la progresividad fiscal ha desempeñado, no obstante, un papel absolutamente central, se debe a una combinación de varios factores. En primer lugar, un análisis detallado de las fuentes históricas disponibles muestra que los tipos marginales del 80-90 % a las rentas más altas, por ejemplo en Estados Unidos entre 1930 y 1980 (véase el gráfico 3), tuvieron como efecto poner fin a las remuneraciones astronómicas de los cuadros directivos (o al menos limitarlas y reducirlas durante ese período), lo que contribuyó a liberar un margen de crecimiento importante para los salarios medios y más modestos. Estos tipos casi confiscatorios aplicados a rentas más elevadas no mermaron en absoluto el crecimiento de Estados Unidos ni la prosperidad del país, lo cual es una prueba histórica, si las hay, de que los salarios astronómicos no tienen ninguna utilidad desde el punto de vista del interés general, así como de que la prosperidad depende sobre todo del nivel de formación de la mano de obra y de la participación del mayor número posible de personas en el proceso productivo (véase el gráfico 4).11

			Gráfico 3. La invención de la progresividad fiscal: el tipo marginal máximo del impuesto sobre la renta (1900-2020)
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			Gráfico 4. Crecimiento económico y fiscalidad progresiva en Estados Unidos (1870-2020)
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			Asimismo, tanto en Europa como en Estados Unidos, la progresividad ha desempeñado un papel esencial en la legitimación del sistema fiscal, en el desarrollo del cumplimiento de las obligaciones fiscales y, por tanto, en la construcción del estado de bienestar. En otras palabras, durante gran parte del siglo XX, las clases medias y trabajadoras podían estar seguras de que los más acomodados tributaban a tipos significativamente superiores a los suyos, lo que hacía aceptable el esfuerzo que se les exigía y legitimaba el proceso de socialización creciente de la riqueza en su conjunto. Esto ya no es así, y el debilitamiento de la progresividad fiscal que se viene produciendo desde las décadas de 1980 y 1990 está socavando, en última instancia, el contrato social. Si los más ricos pagan menos impuestos que yo, ¿por qué tengo que seguir pagando yo por los que son menos ricos que yo? De escalón en escalón, la lógica de la solidaridad social se ve cuestionada. Actualmente, resulta imposible abrir una nueva etapa de socialización de la riqueza sin restablecer antes una progresividad fiscal efectiva e incontestable, lo cual requiere someter a tributación, de manera real y sustancial, a los multimillonarios y a las multinacionales más prósperas. Para lograrlo, será necesario revisar el insensato sistema de libre circulación de capitales sin contraparte fiscal que se ha venido aplicando desde las décadas de 1980 y 1990, sin que los actores políticos implicados hayan sido siempre plenamente conscientes de las consecuencias.12 También será necesario, sobre todo, crear las condiciones para la apropiación colectiva y la movilización social y sindical en torno a la progresividad fiscal, a una escala mucho mayor de lo que ha sido el caso en el pasado, porque fue esta falta de apropiación y movilización lo que permitió su cuestionamiento radical en las décadas de 1980 y 1990.

			Por último, no debemos pasar por alto otro efecto directamente político de la compresión de las desigualdades posibilitada por una progresividad fiscal elevada: con la caída de las rentas y los patrimonios más elevados en el siglo XX, la capacidad de las clases privilegiadas para influir en la formación de la opinión pública —en particular a través de la financiación de los medios de comunicación y las campañas políticas— también se debilitó durante un tiempo. Al contrario, el aumento de las grandes fortunas a finales del siglo XX y principios del XXI ha permitido a una serie de individuos adinerados influir en la línea política adoptada por periódicos, canales de televisión, think tanks y otros canales de difusión de las opiniones dominantes. En cierto modo, se trata de la repetición de una situación ya observada en el siglo XIX y principios del XX, con una clase adinerada que ejercía todo su peso en el proceso político y conseguía —al menos durante un tiempo— evitar la redistribución mucho después de que hubieran desaparecido sus privilegios censitarios. Hoy, como ayer, la solución pasa por una legislación ambiciosa destinada a democratizar los medios de comunicación limitando el poder de los accionistas y desarrollando formas igualitarias de financiación de las campañas políticas.13 Para que esas leyes no sean burladas con demasiada facilidad, la garantía democrática esencial sigue siendo la reducción muy fuerte de las desigualdades económicas, en particular mediante una progresividad fiscal significativa.

			Una mirada retrospectiva sobre la socialdemocracia revolucionaria del siglo XX


			Resumamos. La primera lección del análisis histórico es que la amplitud de los sectores de no mercado no puede fijarse de antemano. La segunda es que la creciente socialización de la riqueza requiere una progresividad fiscal real y sustancial y una fuerte reducción de las desigualdades económicas. La tercera lección histórica es, sin duda, aún más importante: se refiere a la estrategia política y a las coaliciones sociales que hicieron posible la revolución socialdemócrata en el siglo XX y que pueden hacer posible la continuación y amplificación de esa trayectoria en el siglo XXI. En síntesis, la revolución socialdemócrata fue fruto de una estrategia política basada en la conquista del poder a través de la democracia electoral y parlamentaria y en las luchas sociales como acicate para la transformación institucional. Lo importante es que no podría haber tenido lugar sin el desarrollo de organizaciones colectivas poderosas (partidos políticos y sindicatos) capaces de movilizar a votantes y trabajadores en torno a una plataforma programática destinada a superar el capitalismo e instaurar un sistema socioeconómico alternativo.

			Dichas organizaciones políticas y sindicales adoptaron formas diferentes según los países, pero todas estaban basadas en un programa de transformación radical del sistema capitalista y de superación de la lógica mercantilista y del lucro. En Suecia, los socialdemócratas ganaron las elecciones en 1932 y se mantuvieron en el poder casi sin oposición hasta las décadas de 1990 y 2000. Eso les permitió construir un estado de bienestar muy desarrollado y transformar completamente el país, que, hasta 1910 o 1920, había sido uno de los más desigualitarios y violentamente censitarios de Europa. En el Reino Unido, los laboristas obtuvieron por primera vez la mayoría absoluta en las elecciones de 1945, lo que les permitió introducir el Servicio Nacional de Salud (National Health Service, NHS) y toda una serie de políticas sociales y fiscales hasta entonces impensables (por ejemplo, tipos impositivos superiores al 95 % sobre las rentas y los patrimonios más elevados), en un país con un largo pasado aristocrático y un sistema parlamentario dominado hasta 1910 por la Cámara de los Lores (de la que salían la mayoría de los primeros ministros). Los socialdemócratas suecos, como los laboristas, eran entonces partidos genuinamente obreros, intrínsecamente ligados a los sindicatos, las huelgas y las ocupaciones de fábricas. A ojos de los propietarios, ¡fueron los bárbaros quienes tomaron el poder! En 1944, el economista y filósofo ultraliberal Friedrich Hayek publicó el libro Camino de servidumbre, en el que advertía a sus lectores suecos y británicos que dejaran de transigir con los socialdemócratas y laboristas, que acabarían conduciendo su país hacia la dictadura bolchevique con sus ilusiones totalitarias sobre la redistribución y la justicia social. Esa advertencia puede hacernos sonreír hoy, sobre todo viniendo de alguien que fue uno de los principales apoyos intelectuales del régimen militar chileno del general Pinochet en las décadas de 1970 y 1980. Pero también sirve para recordarnos el miedo que inspiraba la socialdemocracia a mediados del siglo XX.

			En Francia, la victoria electoral del Frente Popular en 1936 condujo a las vacaciones pagadas y a los convenios colectivos. En 1945, comunistas y socialistas ocupaban una posición fuerte en la Asamblea Nacional francesa, y desempeñaron un papel decisivo en el establecimiento de la seguridad social y de los grandes servicios públicos de energía y transporte. En Alemania, los socialdemócratas del SPD desempeñaron un papel clave en el desarrollo del estado de bienestar, no sólo cuando estaban en el poder (sobre todo en las décadas de 1920 y 1970), sino también estando en la oposición. Apoyados por un poderoso movimiento sindical, consiguieron presionar a los democratacristianos para que aprobaran la ley de 1952 que concedía la mitad de los representantes en los órganos de dirección de las grandes empresas a los trabajadores. La patronal se puso en pie de guerra. Ésta es una característica general de la revolución socialdemócrata del siglo XX: los diversos partidos socialdemócratas, laboristas, socialistas y comunistas consiguieron redefinir completamente los términos del debate social y económico, hasta tal punto que sus oponentes políticos acabaron adoptando su programa. Tras las ocupaciones de fábricas de 1936 en Francia, la Cámara de Diputados aprobó por unanimidad las medidas sociales del Frente Popular, a pesar de que nadie se había planteado tales decisiones unas semanas antes. En la Liberación, la influencia de comunistas y socialistas fue decisiva, pero el programa social elaborado por el Consejo Nacional de la Resistencia reunió también a un número importante de democristianos y gaullistas. Después de 1968 y durante la década de 1970, en un clima social en plena ebullición, fueron los gobiernos gaullistas y liberales los que se encontraron respondiendo a las reivindicaciones sindicales (de fuerte aumento de los salarios más bajos y ampliación de la seguridad social, entre otras), antes de que en 1981, y durante las décadas siguientes, la Unión de la Izquierda diera un nuevo impulso al estado de bienestar en Francia, sobre todo en materia de educación (en particular con el objetivo de que «el 80 % de una cohorte haga el bachillerato», lanzado en la década de 1980 y alcanzado tres décadas después) y de sanidad (principalmente con la cobertura sanitaria universal introducida en 2000).

			Al final, el éxito más evidente de la revolución socialdemócrata es que ha impuesto sus temas y su programa político: la idea de un estado de bienestar basado en exacciones obligatorias del 40-50 % de la renta nacional, que parecía improbable a principios del siglo XX, se ha ido convirtiendo poco a poco en algo evidente para casi todos los partidos políticos. Ninguna fuerza política europea propone hoy suprimir la sanidad pública, la educación gratuita, la protección social, etcétera, y volver a la situación de 1910, cuando los impuestos representaban menos del 10 % de la renta nacional. Lo que está en juego es si hay que congelar el peso del estado de bienestar al nivel alcanzado en las décadas de 1980 o 1990 (que es más o menos lo que proponen los partidos de derechas y de centro) o si hay que seguir ampliándolo y continuando el proceso histórico de socialización de la riqueza (que es lo que propone una gran parte de los partidos de izquierdas, no siempre de forma coherente, y sin conseguirlo realmente hasta la fecha). El estado del debate dista mucho de ser satisfactorio, pero ilustra hasta qué punto la construcción del estado de bienestar en el siglo XX ha sido un éxito del que nadie dará marcha atrás (al menos en un futuro previsible).

			También hay que señalar que el programa de construcción del estado de bienestar, de la progresividad fiscal y de la desmercantilización igualitarista que persiguieron en el siglo XX los partidos socialdemócratas (en sentido amplio, es decir, incluyendo los diversos matices y coaliciones de partidos socialdemócratas, laboristas, socialistas y comunistas que llegaron al poder en la Europa occidental y nórdica) no respondía a un programa perfectamente preciso y fijado de antemano. A principios del siglo XX, todos esos partidos tenían un programa dirigido a la colectivización completa de los medios de producción. Pero la forma exacta de la colectivización no estaba del todo clara, y podía incluir tanto la propiedad estrictamente estatal como diversas formas de propiedad cooperativa y de autogestión. En la práctica, la diferencia esencial con los bolcheviques rusos (que al principio sólo eran la facción mayoritaria del Partido Socialdemócrata Ruso, antes de rebautizarse como Partido Comunista en 1918) era que estos últimos optaban por la «dictadura del proletariado» (una fase de transición considerada inevitable por Marx y Lenin) y por un régimen autoritario y represivo, mientras que los socialdemócratas europeos (incluidos, por supuesto, los diversos partidos laboristas, socialistas y comunistas europeos) decidieron resueltamente actuar en el marco de la democracia electoral y parlamentaria y de la participación social y sindical.14 Los compromisos alcanzados en este marco tomaron las formas descritas anteriormente, pero está bastante claro que podrían haber adoptado otras formas. Por las mismas razones, es imposible describir de antemano el perímetro exacto que podría abarcar la desmercantilización igualitarista en el siglo XXI, ya que, como en el pasado, estará basada en la participación democrática, la deliberación y la experimentación colectivas. Ésta es también la razón por la que la revolución socialdemócrata demostró, en última instancia, ser mucho más duradera y revolucionaria que la revolución bolchevique, que dio lugar en sus últimas décadas a uno de los peores regímenes cleptocráticos de la historia.

			Recuperar el ímpetu revolucionario de la socialdemocracia

			¿Por qué la socialdemocracia ha perdido su potencial subversivo y revolucionario desde las décadas de 1980 y 1990, y en qué condiciones es posible abrir una nueva etapa de construcción del Estado social y de mayor socialización de la riqueza? Para explicar por qué la revolución socialdemócrata ha perdido fuelle es preciso tener en cuenta varios factores. Se podrían señalar las circunstancias excepcionales que hicieron posible el desarrollo del estado de bienestar en el siglo XX, en particular las dos guerras mundiales, que exacerbaron las necesidades sociales a la vez que provocaron un debilitamiento inusitadamente fuerte de las clases propietarias europeas (mucho mayor, por ejemplo, que en Estados Unidos, América Latina o la India), allanando así el camino a la revolución socialdemócrata europea. La revolución habría perdido entonces su ímpetu una vez que dichas crisis se superaban. Sin embargo, este argumento es demasiado determinista: la revolución socialdemócrata fue ante todo una respuesta política global a las numerosas crisis internas del capitalismo industrial (las rivalidades coloniales, la crisis de 1929 y, más en general, la crisis social en gestación desde el siglo XIX), y no simplemente una respuesta a la guerra. De manera más general, las crisis sociales y financieras vuelven una y otra vez bajo nuevas formas (la crisis de 2008, la COVID-19 en 2020 y 2021 y, sobre todo, la crisis social y medioambiental de las próximas décadas). La cuestión clave es si las organizaciones colectivas pueden o no transformar estas crisis en movilizaciones sociales y políticas mayoritarias y en plataformas para la transformación institucional. Los éxitos y fracasos de la socialdemocracia desde el siglo XIX pueden atribuirse principalmente a opciones políticas y organizativas.

			El hecho es que, a partir de las décadas de 1980 y 1990, los distintos partidos socialdemócratas (en sentido amplio) dejaron de desarrollar programas ambiciosos de redistribución de la riqueza y de superación del capitalismo. Esto se explica en parte por el propio éxito del programa socialdemócrata. Una vez construido un estado de bienestar ambicioso, basado en exacciones obligatorias que representaban el 40-50 % de la renta nacional (el nivel alcanzado por los países europeos más avanzados en las décadas de 1980 y 1990), era tentador considerar que debíamos detenernos en este nivel y concentrarnos en consolidar y racionalizar los programas sociales existentes en lugar de ampliarlos indefinidamente. Es un argumento atractivo, y durante mucho tiempo me pareció convincente, pero, visto lo visto, resulta insuficiente y problemático. Si congelamos los recursos públicos disponibles para la educación en un 5-6 % de la renta nacional, en un momento en que la proporción de titulados superiores pasa del 20 % de un grupo de edad a más del 50 %, estaremos creando inevitablemente una gran frustración y desigualdad, sobre todo para quienes viven lejos de las grandes ciudades y los centros universitarios. Del mismo modo, si congelamos los recursos públicos disponibles para la asistencia sanitaria en un 10-12 % de la renta nacional, a pesar del envejecimiento de la población y del desarrollo constante de nuevos tratamientos (sobre todo en el contexto de las tecnologías punteras disponibles en los hospitales), nos encontramos inevitablemente con una reducción de los recursos disponibles para la medicina ambulatoria y la asistencia ordinaria, sobre todo para las personas que viven en ciudades pequeñas y zonas rurales. Y si, en general, congelamos todos los recursos públicos disponibles (en proporción a la renta nacional), en todos los sectores y en un momento en que hay nuevas necesidades prioritarias, sobre todo en materia de medioambiente, vivienda e infraestructuras energéticas y de transporte, entonces inevitablemente estamos alimentando una enorme frustración. Se crea poco a poco una enorme brecha entre lo que se dice y lo que se hace, que luego es muy difícil de salvar. También en este caso, el sentimiento de abandono es especialmente fuerte en las pequeñas aglomeraciones urbanas y en las zonas rurales, donde el transporte público es particularmente inexistente y el uso del coche privado está muy extendido y es extremadamente difícil de sustituir.

			La socialdemocracia no es un producto acabado: si, en un momento dado, el único objetivo es gestionar la situación existente y defender las conquistas sociales del pasado, sin ninguna perspectiva nueva real para el futuro, entonces se deja el campo libre a otras corrientes políticas, en particular a los partidarios de la congelación neoliberal o del repliegue identitario. Así es como los principales partidos en cuestión —en particular los socialistas franceses, el Partido Laborista británico y los socialdemócratas alemanes— empezaron a perder una proporción cada vez mayor de su electorado popular en las décadas de 1980, 1990 y 2000, sobre todo en las ciudades pequeñas y las zonas rurales.

			El fracaso de la ecología sin socialismo

			Conviene subrayar también el papel específico de los movimientos ecologistas y de las cuestiones medioambientales en el debilitamiento de la izquierda desde las décadas de 1980 y 1990. He señalado anteriormente que futuras catástrofes ecológicas podrían contribuir a acelerar tanto la crítica al capitalismo como su superación. Es cierto, pero a condición de que la superación propuesta esté basada en un proyecto ambicioso de socialismo democrático y ecológico (es decir, en una agenda política centrada en la redistribución de la riqueza, la reducción de las desigualdades y la desmercantilización igualitaria), y no en un ecologismo sin socialismo y dirigido a las clases privilegiadas.

			Todo el problema de los partidos ecologistas desde su aparición en las décadas de 1970 y 1980, sobre todo en Francia y Alemania, es precisamente que nunca han situado realmente la cuestión social en el centro de su discurso. Su defensa de la ecología y del medioambiente se formula a menudo como si las clases sociales no existieran, o al menos sin situar en el centro de su análisis la estructura de clases y la necesidad de redistribuir la riqueza y reducir las desigualdades sociales. El problema es que las medidas medioambientales que no tienen en cuenta explícitamente las clases sociales se vuelven casi inevitablemente contra las clases trabajadoras en la práctica. El ejemplo típico es el impuesto sobre el carbono: si el precio de los carburantes y la energía se eleva en la misma proporción para todas las clases sociales, en la práctica significa que el esfuerzo requerido representa una mayor proporción de los ingresos en el caso de las clases de renta baja y media que en el caso de las clases de renta alta, porque las primeras dedican en promedio una mayor proporción de sus ingresos a ese tipo de gastos. Esto es especialmente cierto en el caso de las clases trabajadoras de las zonas rurales y las ciudades pequeñas. Si a esto añadimos que los más ricos se benefician de numerosas exenciones (por ejemplo, sobre el queroseno de los aviones) y que, además, pueden evadir impuestos facturando sus viajes y consumos en cuentas de empresa, el impuesto sobre el carbono parece la caricatura de un impuesto regresivo; es decir, un impuesto que pesa más sobre los más pobres que sobre los más ricos, como los impuestos sobre el consumo y otros impuestos indirectos del siglo XIX, y al contrario de los impuestos progresivos sobre las rentas altas y la riqueza desarrollados durante el siglo XX y socavados desde las décadas de 1980 y 1990. En general, la ecología sin clases sociales y sin redistribución masiva de la riqueza y del poder económico es más bien una engañifa a ojos de las clases trabajadoras.

			Si observamos el perfil del voto a los sucesivos candidatos ecologistas en las elecciones presidenciales francesas desde 1974 hasta 2022, vemos dos regularidades llamativas. Por una parte, el voto ecologista se caracteriza por una fractura territorial especialmente marcada, con resultados mucho más elevados en las grandes aglomeraciones que en las pequeñas (véase el gráfico 5).15 Por otra parte, el voto ecologista aumenta sistemáticamente con la riqueza del municipio, incluso para un mismo tamaño de aglomeración, excepto en el 5 % de los municipios más ricos (véase el gráfico 6).16

			Gráfico 5. La ecología política y la brecha territorial 
(1974-2022)
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			Gráfico 6. La ecología política y la riqueza (1974-2022)
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			Estas dos regularidades (sobre todo la segunda) constituyen anomalías importantes en comparación con la estructura histórica habitual del voto a los distintos partidos de izquierda en Francia (socialistas, comunistas, radicales, trotskistas o insumisos). En general, el voto a los partidos de izquierda siempre ha tendido a ser más elevado en las zonas urbanas que en las rurales en todas las elecciones celebradas en Francia desde el siglo XIX (con algunas excepciones, como el voto trotskista y el voto radical). Sin embargo, junto con Julia Cagé, hemos demostrado que la brecha territorial entre izquierda y derecha fue relativamente estrecha durante la mayor parte del siglo XX.17 De hecho, la fractura social prevaleció sobre la territorial entre 1910 y 1990. Los partidos de izquierdas consiguieron desarrollar una ambiciosa agenda redistributiva y convencer a las clases trabajadoras urbanas y rurales de que lo que los une es más importante que lo que los separa, allanando así el camino para la bipolarización izquierda-derecha y el conflicto político de tipo «clasista» centrado en la reducción de las desigualdades sociales y la construcción del estado de bienestar. Por el contrario, entre 1990 y 2024, la división territorial ha vuelto a niveles extremadamente altos, no vistos desde finales del siglo XIX y principios del XX. Esto es lo que ha permitido al bloque centrista liberal, objetivamente muy privilegiado desde el punto de vista social, llegar al poder sobre la base de la división de las clases populares urbanas y rurales de izquierda y derecha. En este esquema general, la aparición de un voto ecologista particularmente urbano en la izquierda ha contribuido de forma significativa a esa transformación.

			La segunda regularidad es todavía más problemática, en la medida en que el voto a los partidos de izquierda ha tenido siempre un perfil claramente decreciente con la riqueza del municipio. Ha sido históricamente el caso no sólo de los votos comunistas, trotskistas y de los insumisos, sino también de los votos socialistas y radicales, que siempre han mantenido un perfil decreciente (aunque sólo sea ligeramente) con la riqueza de la comuna. Resulta especialmente llamativo constatar que el voto trotskista ha tenido siempre un perfil exactamente opuesto al voto ecologista, tanto en lo que respecta al clivaje territorial como a la riqueza (véanse los gráficos 7 y 8). No se trata aquí de idealizar la agenda de transformación socioeconómica promovida por las organizaciones trotskistas, que tiene limitaciones evidentes y ha tenido un éxito electoral limitado (aunque comparable a los resultados obtenidos por los verdes en las elecciones presidenciales de las últimas décadas), sino simplemente de constatar que un mayor o menor énfasis en las desigualdades sociales y en la redistribución de la riqueza tiene un impacto sobresaliente en las características de los electores que se identifican con los diferentes discursos. En el caso que nos ocupa, durante el último medio siglo, el discurso ecologista ha sido el que más dificultades ha tenido para atraer a votantes de clase trabajadora, sobre todo en las zonas rurales, pero también en las urbanas. En la práctica, esos votantes suelen tener la impresión de que se los estigmatiza por sus responsabilidades medioambientales, como, por ejemplo, por el uso del coche privado o por residir en viviendas unifamiliares, mientras que las clases urbanas relativamente favorecidas que los estigmatizan suelen ser responsables de daños medioambientales mucho mayores, como, por ejemplo, el uso del avión o, en general, su nivel de renta más elevado.

			Gráfico 7. El trotskismo y la brecha territorial (1974-2022)

			[image: ]

			Gráfico 8. El trotskismo y la riqueza (1974-2022)
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			De la socialdemocracia al socialismo democrático y ecológico

			La única salida a estas contradicciones es que los partidos de izquierda de diferentes tendencias, junto con los partidos ecologistas, elaboren un programa ambicioso de redistribución de la riqueza y de desmercantilización igualitarista y ecológica en el siglo XXI, en la tradición de la revolución socialdemócrata del siglo XX. Para designar ese nuevo horizonte, me parece preferible hablar de «socialismo democrático y ecológico», pero huelga decir que a priori son concebibles distintas terminologías. Algunos optarán por el «ecosocialismo»; otros preferirán hablar de «socialdemocracia para el siglo XXI». Mientras haya acuerdo sobre el contenido, la cuestión terminológica puede considerarse secundaria. De hecho, cada país, cada lengua, cada región del mundo tiene su propia historia con estos términos, que no deben convertirse en fetiches. En Suiza, por ejemplo, al partido designado como socialdemócrata en alemán («Sozialdemokratische Partei der Schweiz») se lo llama en varios países «Partido Socialista Suizo», tanto en francés como en español e italiano.

			Algunos investigadores creen que la «socialdemocracia» es el límite de nuestro tiempo y que, en consecuencia, deberíamos desconfiar como de la peste de la noción de «socialismo democrático» y de las ilusiones peligrosas e inútiles que dichos términos implican.18 Comprendo ese punto de vista, pero el problema es que la mayoría de las veces se basa en una visión estática y fija de la «socialdemocracia», considerada como un producto casi acabado que hay que defender, y no como un proceso dinámico en vías de devenir y renovarse permanentemente.19 Lo mismo ocurre en el debate público, sobre todo en Francia, donde muchos actores políticos próximos al bloque liberal central utilizan el término socialdemócrata para designar un programa relativamente conservador (consistente, grosso modo, en congelar el gasto público en proporción a la renta nacional en su nivel actual), frente a la «izquierda radical» y sus promesas vacías.20 Como resultado, el uso conservador e instrumental del término socialdemócrata equivale a dar la espalda a la dimensión revolucionaria, subversiva y popular de la socialdemocracia del siglo XX. La ventaja, en mi opinión, de la noción de «socialismo democrático» es que permite expresar claramente la idea de que se trata de continuar la revolución socialdemócrata del siglo XX y de asignarle nuevos objetivos de transformación estructural del sistema socioeconómico, con la continuidad del proceso de desmercantilización igualitarista y su extensión progresiva a nuevos sectores y, con el tiempo, al conjunto de la economía. Aunque es evidente que una agenda de este tipo no se alcanzará de la noche a la mañana, considero sin embargo esencial que volvamos a debatir, sin tapujos de ningún tipo, sobre el sistema socioeconómico alternativo que queremos poner en marcha para hacer frente a los retos globales del siglo XXI, y nos alejemos de la visión inmovilista de la socialdemocracia que ha prevalecido desde las décadas de 1980 y 1990.
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